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Voto Concurrente 

del Juez ad hoc Diego Eduardo López Medina 

a la Sentencia de 5 de mayo de 2008 

en el caso Escué Zapata vs. Colombia

1.
Concurrí con mi voto a la decisión unánime que la Corte tomó en la Interpretación de Sentencia en el caso Escué Zapata vs. Colombia. Aunque no tengo reserva alguna con la decisión tomada, considero útil hacer algunas anotaciones que pueden ayudar a clarificar mi opinión sobre dos puntos allí discutidos.

I. 
Respecto a la divulgación pública de los resultados penales

2.
Dice la Corte en el párrafo relevante de la Sentencia de Interpretación: 

15. Para el presente caso, la Corte aclara que, en el marco de la reparación ordenada, la expresión “resultados de [los] procesos” hace alusión a las decisiones judiciales penales de carácter firme que generan la finalización del proceso y resuelven la controversia principal, sean estas de carácter absolutorio o condenatorio. Estos resultados deben ser divulgados de tal forma que la sociedad colombiana y la Comunidad Paez puedan conocer los hechos examinados y, en su caso, los responsables. Además, los familiares y dicha Comunidad, por medio de sus representantes, deben ser informados adecuadamente del curso del proceso, particularmente a través de los fiscales. (énfasis añadido)

3.
El deber de divulgación pública de los resultados penales fue decretado por la Corte como parte de los remedios ordenados frente a la violación, aceptada por el Estado colombiano, de los Artículos 8 (Garantías Judiciales) y 25 (Protección Judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. La determinación de responsabilidad internacional por parte del Estado en el presente caso no se traduce inmediatamente en ninguna derivación de fondo sobre la identidad y responsabilidad de los autores de los delitos del orden interno que constituyeron, al mismo tiempo, una violación de obligaciones internacionales sancionada por el Pacto de San José. La Corte se contrae a ordenar “la conducción eficaz de los procesos penales en trámite y los que se llegaren a abrir.” (párr. 166 de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas) En categorías clásicas del derecho
, puede decirse que esta obligación es de medio (o de actividad, también llamada de due diligence) y no de resultado (u obra) porque la imposición de condenas efectivas depende de una serie de variables sustantivas, probatorias y procesales que ningún Estado puede garantizar, ni siquiera aquellos que adelantan de buena fe y con altísima diligencia la investigación de conductas penales violatorias de los derechos humanos. La más eficaz de las maquinarias de justicia no puede, ni debe, garantizar que para todos los casos de violación del derecho penal interno se obtendrá la individualización y sanción de sus autores. Tal reducción absoluta de la impunidad es imposible e indeseable porque, en el marco normal de las instituciones humanas apuntaría, no tanto a un nuevo y quizás inimaginable grado de perfección en las técnicas de investigación del delito, sino más bien a violaciones masivas de garantías procesales y otros derechos fundamentales. Esta aspiración de eliminación absoluta de la impunidad, en la que mágicamente se reduce el espacio entre el “deber ser” normativo y el “ser” de las conductas sociales, ha sido espacio fértil para diversas formas de autoritarismo penal que el sistema interamericano no prohíja bajo los artículos 8 y 25 de la Convención. 

4.
El artículo 25 protege en el ámbito internacional un amplio acceso a la justicia, sin consideración específica al tipo de derechos que los quejosos deseen proteger. Aunque la jurisprudencia, en consonancia, tiene casos de protección autónoma de los derechos consagrados en el artículo 25, gran parte de sus sentencias han tenido que entrar a analizar este artículo en casos donde existe una conexión fáctica del mismo con otras violaciones graves de derechos (por ejemplo, los artículos 4.1 y 5) debido, en un patrón que resulta reiterativo, a la falta de una adecuada investigación de estas conductas. En tales casos la Corte ha encontrado que el anhelo de justicia de las víctimas se ve impedido, con frecuencia, por investigaciones que se extienden más allá de un “plazo razonable”, o que se inician ante jurisdicciones especiales (como la militar) en las que existen razonables sospechas de su imparcialidad (frente a las víctimas) o, finalmente, a la ausencia de la efectividad mínima requerida que el derecho internacional impone a la rama judicial de los Estados parte
. El caso Escué Zapata cae directamente dentro de este patrón tal y como está consignado en la Sentencia de Julio 4 de 2007 en la que tuve el honor de participar.

5.
En su jurisprudencia, la Corte Interamericana ha ordenado el inicio o continuación de investigaciones penales eficaces que lleven, dentro de los límites que se acaban de examinar, a la identificación y atribución de responsabilidad de los autores de tales delitos
. La Corte ha determinado la responsabilidad estatal de los Estados que no han cumplido eficazmente con sus obligaciones de medios o de actividad diligente.

6.
En muchos de estos casos, la Corte ha ordenado al Estado la divulgación pública de los resultados penales
. Así se hizo también en el caso Escué Zapata. En estas sentencias, sin embargo, se hace a veces excesivo énfasis en la comunicación de los resultados finales de las investigaciones. En las preguntas formuladas por el Estado colombiano a esta Corte sobre la interpretación de la sentencia de 4 de Julio de 2007, parece traslucirse una perplejidad: dado que la obligación de investigar la comisión de delitos no es una obligación de resultados, ¿debe el Estado también publicar la eventual decisión absolutoria? A lo cual la Corte responde correctamente que sí. Pero en la misma Sentencia de Interpretación la Corte añade que, además de la publicación de las decisiones jurídicas definitivas (cualquiera que sea el sentido de las mismas), la Comunidad y los familiares deberán también ser “informados adecuadamente del curso del proceso” (párr. 15 de la Sentencia de Interpretación). En esta elaboración entiendo que la Corte reconoce, en primer lugar, que el delito (y especialmente aquel que constituye al mismo tiempo una violación de derechos humanos) causa una justificada alarma a sus víctimas quienes, a partir de ese momento, acuden a la institucionalidad estatal para encontrar la protección que esperan (usualmente bajo la forma de derechos a la verdad, a la justicia y a la reparación). Creo, de la misma manera, que la Corte reconoce que los procesos penales pueden llegar a ser una especie de “caja negra”, donde la indeterminación de sus resultados es alta y donde, en consecuencia, las víctimas pueden sentir incomprensión, alienación y radical incertidumbre frente a las resultas del proceso penal.

7.
Es igualmente posible afirmar que existe al día de hoy una cierta imagen social sobre el proceso penal: según ésta, se trata de un tipo de proceso en que solo al final del mismo se ofrecen resultados definitivos sobre “culpabilidad” o “inocencia”. La práctica y la experiencia han demostrado que existen buenas razones (que no me propongo rebatir en este momento) para mantener un cierto tipo de reserva de las etapas iniciales de la investigación penal, en salvaguardia tanto de su propia efectividad como de los derechos de potenciales responsables todavía tangencial o preliminarmente identificados o relacionados con los hechos. A pesar de ello, el excesivo aislamiento de las actuaciones estatales frente a las víctimas ha ayudado a generar la percepción de “caja negra” en la que las instituciones no responden adecuadamente a la necesidad de protección. Es cierto, de otro lado, que los Códigos de Procedimiento nacionales usualmente establecen los momentos y las oportunidades en que las decisiones formales se comunican a las partes; pero tales momentos usualmente no constituyen orientación significativa o suficiente para informales a las víctimas sobre las esfuerzos y las medidas de descargo de su obligación de medio.  Es especialmente importante subrayar esta obligación en el marco del fortalecimiento de los derechos de las víctimas. 

8.
La falta de transparencia, especialmente en largos períodos de inactividad de la acusación, ha sido causa de muchas violaciones a los artículos 8 y 25. Una comprensión incompleta de los deberes legales de notificación a las víctimas puede servir para enmascarar la violación de las obligaciones de investigar que le incumben al Estado. La desidia o, incluso, el encubrimiento pueden encontrar excusa en procedimientos penales en los que argumentos de reserva tienden a predominar sobre la información adecuada y plena que las víctimas reclaman.

9.
Existe, pues, un deber positivo y de medios, especialmente en violaciones de derechos humanos, de impedir la impunidad y ello implica, en mi concepto, una labor concienzuda de información (que puede traspasar exigencias meramente formales) de los esfuerzos que se realizan para la identificación de los responsables y el establecimiento de su responsabilidad. Esta obligación incluye, de la misma manera, la posibilidad de informar a las víctimas las dificultades que existen en la investigación de manera que ellas tengan una comprensión de los rigores que la ley procesal penal exige antes de poder determinar la responsabilidad. Así, pues, la sentencia absolutoria también puede ser vindicativa de las víctimas cuando no es simplemente el resultado de la sorpresa o de la desinformación. La sentencia de la Corte Interamericana no exigió (porque no puede) condenas penales en el caso Escué Zapata; pero, de otro lado, aspira a que las investigaciones penales no sean cajas negras cerradas en las que las investigaciones no avancen debidamente o que, por falta de información adecuada, la sentencia absolutoria se convierta en una forma de victimización secundaria. Estos mecanismos de comunicación procesal están establecidos en la leyes nacionales donde los Estados tienen un amplio margen de apreciación, pero con esta Sentencia de Interpretación la Corte reflexiona sobre este elemento de los artículos 8 y 25 para evitar que el deber de comunicación e información a las víctimas sea incompletamente cumplido mediante meras notificaciones formales de decisiones sin contexto, sin perspectiva o sin esperanza. Aunque la orden de la Corte tan sólo tiene aplicación para el caso concreto, la preocupación aquí expresada permite reflexionar más ampliamente sobre las directrices generales de acompañamiento e información de víctimas (más allá de las ordenadas dentro del proceso penal) que actualmente se aplican en los órganos de investigación y persecución del delito en los Estados que aspiran a cumplir plenamente las obligaciones impuestas por los artículos 8 y 25 de la Convención Americana. 

II. 
Respecto a las medidas para garantizar la educación superior de Myriam Zapata Escué

10.
La Corte Interamericana responde al pedido de Interpretación de Sentencia en los párrafos 26 a 29, con los cuales concurrí plenamente. El equilibrio alcanzado en estos párrafos tiene un propósito esencial que quisiera describir en mi voto razonado. En el caso concreto, la decisión de la Corte Interamericana al ordenar la aceptación de Myriam Zapata Escué en el sistema universitario podía generar un conflicto con las reglas del sistema nacional que fundamentan la admisión al sistema universitario en el mérito académico de los postulantes. Así lo hizo saber el Estado en sus preguntas de interpretación. Estos sistemas de selección están fundamentados en ideas de igualdad que resultan valiosas a la luz tanto del derecho interno como del derecho internacional. Los estudios universitarios son parte de un proceso educativo donde se combina, de diferentes maneras, éticas paternalistas del cuidado y éticas liberales del esfuerzo personal y de la responsabilidad propia. La obligación del Estado, en este caso concreto, se resuelve en financiar los estudios universitarios de Myriam Zapata Escué en una universidad pública si ella decide, en el momento apropiado, seguir con ese proyecto de vida. La financiación pública, igualmente, deberá otorgarse en las condiciones de igualdad reforzada del derecho contemporáneo: Myriam Zapata Escué deberá lograr el acceso a la Universidad pública mediante sus procedimientos regulares de selección, pero disfrutará igualmente a plenitud de las medidas especiales de protección a la diversidad étnica, social y económica que los sistemas universitarios (y en especial el colombiano) deben tener al día de hoy establecidos dentro de sus procesos de selección. Mediante esta formulación, la Corte buscó balancear el apoyo especial que al proyecto de vida de Myriam Zapata Escué le mereció a través de la reparación decretada en la Sentencia, con la necesaria ética del esfuerzo personal y de la responsabilidad propia que se desea de jóvenes que aspiran al liderazgo social, como es su caso.

Diego Eduardo López Medina











        Juez ad hoc

Pablo Saavedra Alessandri



Secretario
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